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1. Introducción 

La creación de Áreas Naturales Protegidas (ANP) en el Perú ha seguido 

históricamente un modelo de conservación restrictiva que, en muchos casos, 

ha omitido el reconocimiento de la ocupación ancestral de pueblos 

indígenas. El Parque Nacional Cordillera Azul (PNCAZ), establecido mediante 

el Decreto Supremo N.º 031-2001-AG, y el Área de Conservación Cordillera 

Escalera (ACR-CE), creada mediante creada mediante el Decreto Supremo N.º 

045-2005-AG, son ejemplos críticos de esta tensión, en la que la intangibilidad 

de ambas ANP se ha utilizado como barrera administrativa para impedir la 

demarcación de los territorios del pueblo Kichwa, cuyos reclamos han venido 

manteniéndose a lo largo de estos años. 

En este contexto, queda claro que, pese a la inexistencia de impedimento 

legal para la demarcación de los territorios kichwa superpuestos a ANP en la 

región San Martín, el Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas 

(SERNANP) ha mantenido una posición marcada desde una interpretación 

restrictiva, cuya raíz es la ruptura del diálogo con el pueblo Kichwa, desde 

hace años hasta la actualidad1.  

La restricción de los derechos territoriales de las comunidades nativas 

kichwa, de acuerdo con lo señalado en informes y reuniones por 

especialistas del SERNANP, solo se sustenta en una interpretación literal de 

la ley de ANP y su reglamento, señalando en resumen que la Ley 26834 (Ley 

ANP) en su artículo 4, prescribe que las Áreas Naturales Protegidas “(…) son 

de dominio público y no podrán ser adjudicadas en propiedad a los 

 
1 Ver: https://www.forestpeoples.org/publications-resources/news/article/organizaciones-kichwas-de-

san-martin-peru-lamentan-ruptura-de-dialogo-con-autoridades-del-parque-nacional-cordillera-azul-

violaciones-de-derechos-territoriales-continuan/  

https://legislacionanp.org.pe/parque-nacional-cordillera-azul/
https://legislacionanp.org.pe/establecen-el-area-de-conservacion-regional-cordillera-escalera-ubicada-en-la-region-san-martin/
https://legislacionanp.org.pe/establecen-el-area-de-conservacion-regional-cordillera-escalera-ubicada-en-la-region-san-martin/
https://www.forestpeoples.org/publications-resources/news/article/organizaciones-kichwas-de-san-martin-peru-lamentan-ruptura-de-dialogo-con-autoridades-del-parque-nacional-cordillera-azul-violaciones-de-derechos-territoriales-continuan/
https://www.forestpeoples.org/publications-resources/news/article/organizaciones-kichwas-de-san-martin-peru-lamentan-ruptura-de-dialogo-con-autoridades-del-parque-nacional-cordillera-azul-violaciones-de-derechos-territoriales-continuan/
https://www.forestpeoples.org/publications-resources/news/article/organizaciones-kichwas-de-san-martin-peru-lamentan-ruptura-de-dialogo-con-autoridades-del-parque-nacional-cordillera-azul-violaciones-de-derechos-territoriales-continuan/
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particulares”, como si las comunidades nativas estuvieran conformadas por 

núcleos poblacionales que han aparecido después de creada una ANP. 

No obstante, la citada norma se hace mención en forma aislada sin tomar en 

cuenta lo dispuesto en el artículo 89º del reglamento de la Ley de ANP, que 

en su numeral 89.1 regula sobre los derechos adquiridos previos al 

establecimiento del ANP, tales como el derecho de propiedad o el derecho 

de posesión. Esta norma prescribe que: 

“El Estado reconoce los derechos adquiridos, tales como propiedad y 

posesión entre otros, de las poblaciones locales incluidos los asentamientos 

de pescadores artesanales y las comunidades campesinas o nativas, que 

habitan en las Áreas Naturales Protegidas con anterioridad a su 

establecimiento. En el caso de las comunidades campesinas o nativas 

vinculadas a un Área Natural Protegida, se debe considerar esta situación 

en la evaluación del otorgamiento de derechos para el uso de los recursos 

naturales con base a la legislación de la materia y los Convenios 

Internacionales que al respecto haya suscrito el Estado, en particular 

reconociéndose los conocimientos colectivos de las mismas”. 

Los funcionarios de SERNANP no señalan de forma motivada las razones que 

justifiquen la restricción del derecho a la propiedad comunal de las 

comunidades kichwa, en razón a que en virtud a la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH), el Estado 

solo podrá restringir el uso y goce del derecho a la propiedad siempre que 

las restricciones: a) hayan sido previamente establecidas por ley; b) sean 

necesarias; e) proporcionales y d) que tengan el fin de lograr un objetivo 

legítimo en una sociedad democrática (Caso Pueblo Saramaka vs. Surinam, 

Caso Comunidad indígena Yakye Axa vs. Paraguay y otros), cuyos parámetros 

de interpretación son obligatorios según la cuarta disposición final y 

transitoria de la Constitución, y la propia jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional (f. j. 5 de la STC Exp. N.º 03258-2010-PA/TC y otros). A ello se 

suman los incumplimientos del Convenio 169 de la OIT, que tiene el mismo 

rango de nuestra Constitución y es de obligatorio cumplimiento desde 1995; 

los funcionarios e informes presentados se limitan solo a decir que la Ley 

ANP prohíbe la demarcación de los territorios indígenas al interior de ANP, 

sin que exista párrafo alguno que señale tal restricción. 
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Por tales razones, el presente artículo examina el incumplimiento de la 

Resolución Ministerial N.º 136-2022-MIDAGRI por parte del SERNANP2 y las 

implicancias de la reciente jurisprudencia de la Corte Suprema en la 

protección de la propiedad comunal preexistente, conforme lo ha dispuesto 

la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente, en la Acción Popular 

N.º 19088-2024-LIMA3. 

2. Antecedentes: la barrera administrativa del SERNANP 

Durante décadas, el SERNANP ha sostenido que la categorización de un área 

como Parque Nacional impide cualquier forma de titulación o demarcación 

territorial posterior, basándose en la naturaleza intangible de estas zonas. 

Sin embargo, esta postura ignora el Convenio 169 de la OIT y la propia 

normativa de creación del PNCAZ y el ACR-CE, conforme se lee de sus propios 

documentos de creación:  

CUADRO COMPARATIVO: REGULACIÓN DE DERECHOS INDÍGENAS 

PN Cordillera Azul vs. ACR Cordillera Escalera 

Criterio PNCAZ ACR Cordillera Escalera 

Norma de 

Creación 

D.S. N° 031-2001-AG D.S. N° 045-2005-AG 

Derechos 

Preexistentes 

Art. 3: Respeto irrestricto a 

derechos adquiridos previos 

conforme a Ley 26834. 

Art. 3: Respeto a derechos 

reales adquiridos con 

anterioridad conforme a ley. 

Usos 

Tradicionales 

Considerandos: Grupos 

ancestrales pueden 

continuar prácticas de 

subsistencia compatibles. 

Art. 4: Uso directo de 

recursos renovables por 

población local bajo planes 

de manejo. 

 
2 Si bien el ACR-CE es administrado por la Autoridad Regional Ambiental del Gobierno Regional de 

San Martín, es necesario tomar en cuenta que la justificación de los funcionarios se vincula con el 

sustento dado por el SERNANP que dirige la política pública en materia de ANP. 
3 Ver sentencia: https://www.idl.org.pe/wp-content/uploads/2026/04/Exp.-19088-2024-0-5001-SU-DC-

01-Consolidado-06430-2026.pdf 

https://www.idl.org.pe/wp-content/uploads/2026/04/Exp.-19088-2024-0-5001-SU-DC-01-Consolidado-06430-2026.pdf
https://www.idl.org.pe/wp-content/uploads/2026/04/Exp.-19088-2024-0-5001-SU-DC-01-Consolidado-06430-2026.pdf
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Restricciones Prohíbe uso directo 

comercial; intangibilidad 

absoluta sobre recursos 

naturales. 

Prohíbe aprovechamiento 

forestal maderable; otros 

usos según zonificación. 

Fuente: Elaboración propia.  

De los decretos supremos que crean el PNCAZ y el ACR-CE, se observa de 

acuerdo con el cuadro comparativo, mínimamente, los siguientes criterios:  

- Objetivo de conservación. En ambos decretos, el ejercicio de los 

derechos indígenas y preexistentes no es absoluto, sino que debe 

realizarse en armonía con los objetivos y fines de creación de las áreas 

protegidas. En el caso del PNCAZ, al ser un Parque Nacional (categoría 

intangible), el estándar de compatibilidad es más riguroso que en el 

ACR-CE (categoría de uso directo). 

- Irretroactividad de la norma, Ambas normas recogen el principio de 

irretroactividad de la ley, asegurando que la declaratoria de protección 

ambiental no puede anular derechos de propiedad o posesión 

válidamente obtenidos antes de 2001 (PNCAZ) o 2005 (ACR-CE). 

- Diferencia en el uso de recursos. Mientras que en Cordillera Azul el uso 

está limitado estrictamente a la subsistencia ancestral, en Cordillera 

Escalera se abre la posibilidad de un aprovechamiento económico de 

recursos renovables (no maderables), siempre que se cuente con 

planes de manejo supervisados por la autoridad regional y nacional. 

En 2019, el Ministerio de Agricultura aprobó los "Lineamientos para la 

demarcación del territorio de las comunidades nativas", a través de la 

Resolución Ministerial N.º 443-2019-MINAGR (RM N.º 443-2021). Sin 

embargo, el numeral 6.6.6.b de dicha norma introdujo una restricción 

temporal crítica: establecía que en áreas superpuestas con ANP, solo se 

procedería a la demarcación de aquellas comunidades que hubieran 

sido "reconocidas formalmente con fecha previa al establecimiento del ANP", 

norma dada pese a que en 2016, en San Martín, se había reconocido el 
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territorio de la comunidad nativa kichwa de Nuevo Lamas de Shapaja, a la 

que se le entregó cesión de uso su territorio superpuesto al ACR-CE4. 

Esta disposición generó un bloqueo sistemático para los pueblos indígenas, 

en especial el pueblo Kichwa de San Martín, ya que se condicionaba un 

derecho ancestral a un acto administrativo previo. En la práctica, 

comunidades que poseían sus territorios desde antes de la creación de 

parques nacionales (como el PNCAZ o ACR-CE) quedaban impedidas de 

demarcar su territorio por no haber obtenido el "reconocimiento formal" 

antes de esa fecha. 

Ante esta vulneración, el Consejo Étnico de los Pueblos Kichwa de la 

Amazonía (CEPKA) interpuso una demanda de Acción Popular (Exp. 19088-

2024). Los argumentos centrales fueron vulneración del derecho de 

propiedad comunal, el mismo que nace de la ocupación tradicional y no del 

registro estatal, y la omisión de consulta previa, en tanto la RM N.º 443-2019 

fue aprobada sin consultar a los pueblos indígenas, a pesar de afectar 

directamente sus derechos territoriales. 

Bajo la presión del proceso judicial y las demandas de las organizaciones 

amazónicas, el 7 de abril de 2022, el MIDAGRI publicó la RM N.º 136-2022-

MIDAGRI. Esta norma modificó los lineamientos originales con cambios 

sustanciales, considerando la eliminación del límite temporal, que suprimió 

la exigencia de que el reconocimiento fuera previo a la creación del ANP; y la 

habilitación de la demarcación, abriendo las puertas para que las agencias 

agrarias procedan con la demarcación de territorios indígenas superpuestos 

con ANP de carácter intangible (como los Parques Nacionales), 

salvaguardando la integridad del área protegida pero reconociendo 

derechos territoriales indígenas. 

Pese a ello, como el SERNANP (en caso del PNCAZ) y el Gobierno Regional de 

San Martín (en caso del ACR-CE) han incumplido sistemáticamente la 

Resolución Ministerial N.º 136-2022-MIDAGRI (la cual modificó los 

lineamientos de demarcación territorial para permitir, precisamente, el 

reconocimiento de comunidades nativas en áreas superpuestas con ANP), 

esta norma no ha tenido una aplicación práctica, lo que derivó en una serie 

 
4 Ver: https://caaap.org.pe/2019/10/18/conservacion-sin-derechos-indigenas-las-trabas-del-acr-

cordillera-escalera-a-la-titulacion-comunal/  

https://caaap.org.pe/2019/10/18/conservacion-sin-derechos-indigenas-las-trabas-del-acr-cordillera-escalera-a-la-titulacion-comunal/
https://caaap.org.pe/2019/10/18/conservacion-sin-derechos-indigenas-las-trabas-del-acr-cordillera-escalera-a-la-titulacion-comunal/
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de incidencias políticas y judiciales de parte de las organizaciones indígenas 

de pueblos kichwa que representaban a comunidades con reclamos 

territoriales en el PNCAZ y en el ACR-CE, que partieron desde mesas diálogo 

con el SERNANP y procesos judiciales que aún están en curso5.   

A pesar de la rectificación de 2022, el proceso judicial de la Acción Popular 

continuó. Recientemente, la Sala de Derecho Constitucional y Social 

Permanente de la Corte Suprema emitió una sentencia definitiva en el 

expediente 19088-2024, cuyas implicancias legales en los derechos 

territoriales indígenas pasaremos a explicar.  

3. El marco normativo: la RM N.º 136-2022-MIDAGRI y la 

consulta previa 

La Resolución Ministerial N.º 136-2022-MIDAGRI representó un avance 

fundamental al modificar el numeral 6.6.6.b de la norma anterior, el Estado 

peruano reconoció la viabilidad técnica y legal de demarcar territorios 

indígenas aun cuando estos se encuentren dentro de un Parque Nacional. 

Este cambio normativo no fue aislado, sino que responde a una necesidad 

de adecuación tras procesos de consulta previa fallidos o inexistentes 

durante la creación de las ANP.  

En este contexto, la jurisprudencia de la Corte Suprema ha señalado que las 

modificaciones normativas que buscan garantizar derechos colectivos deben 

ser aplicadas de manera inmediata, pues la controversia sobre la propiedad 

indígena no desaparece por la mera categorización ambiental del suelo, de 

acuerdo con su propio criterio. Por ello, creemos que los argumentos 

principales de la sentencia de Acción Popular N.º 19088-2024, emitida por la 

Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema, se 

centran en la protección de la propiedad indígena frente a las restricciones 

administrativas impuestas por el Estado, considerando la versión original del 

lineamiento de demarcación contenido en la RM N.º 443-2019. 

 
5 Programme, F. P. (2025, 9 octubre). From dispossession to territorial self-demarcation: the case of 

the Kichwa people and protected areas in the San Martin region of the Peruvian Amazon. Forest 

Peoples Programme. https://www.forestpeoples.org/publications-resources/briefing-

papers/article/from-dispossession-to-territorial-self-demarcation/  

https://www.gob.pe/institucion/midagri/normas-legales/2899648-0136-2022-midagri
https://www.forestpeoples.org/publications-resources/briefing-papers/article/from-dispossession-to-territorial-self-demarcation/
https://www.forestpeoples.org/publications-resources/briefing-papers/article/from-dispossession-to-territorial-self-demarcation/
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La Corte fundamenta su decisión en los siguientes pilares jurídico-

constitucionales: 

3.1. Preexistencia del Derecho de Propiedad Ancestral 

La Corte sostiene que el derecho de propiedad de los pueblos indígenas 

sobre sus tierras tradicionales no depende de un acto administrativo (como 

el reconocimiento formal o la titulación), sino de la ocupación ancestral, 

como lo han venido sosteniendo las organizaciones indígenas del pueblo 

kichwa en los reclamos territoriales sobre el PNCAZ y el ACR-CE.  

De manera categórica, el tribunal precisa que el Estado está obligado a 

reconocer este derecho conforme al Artículo 14.1 del Convenio 169 de la OIT, 

el cual no establece fechas de corte para la posesión indígena. Curiosamente, 

armoniza el contenido del tratado con lo establecido por la legislación 

nacional señalando:  

“4.3. Sobre tal punto, debe señalase que el artículo 14.1 del Convenio 169 

de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) prescribe que se debe 

reconocer a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión 

sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Dicho Convenio forma parte 

del ordenamiento nacional y es de aplicación en el país, habiendo sido 

replicada en el artículo 110 de la Ley N° 28611, el cual expresamente indica:  

El Estado reconoce el derecho de propiedad de las comunidades 

campesinas y nativas ancestrales sobre las tierras que poseen dentro 

de las ANP y en sus zonas de amortiguamiento. Promueve la 

participación de dichas comunidades de acuerdo con los fines y objetivos 

de las ANP donde se encuentren” (Subrayado nuestro). 

Adicionalmente, la Sala Suprema destacó la invalidez del "Plazo 

determinado", pues la sentencia cuestiona que la RM N.º 0443-2019-

MINAGRI pretendiera limitar la demarcación solo a comunidades 

reconocidas antes de la creación de una ANP, señalando que esto "ignora el 

término 'ancestral'", pues expresamente la Corte Suprema ha determinado:  

“4.4. A su vez, el artículo 6.6.6. de la Resolución Ministerial N° 443-2019-

MINAGRI señala que en los casos de superposición con Áreas Naturales 

Protegidas (ANP) de una Comunidad Nativa, “se procederá a la demarcación 

de aquellas que han sido reconocidas formalmente con fecha previa al 
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establecimiento del ANP”. Hay, en la redacción de dicho dispositivo, una 

clara contravención al Convenio 169 de la Organización Internacional 

del Trabajo (OIT) antes citado como a la propia Ley N° 28611, pues, de 

un lado, limita el reconocimiento de propiedad a un tiempo 

determinado ignorando el término “ancestral” del Convenio y, de otra 

parte, tal limitación la efectúa sin la participación de dichas 

comunidades, desdeñando lo señalado en la Ley N° 28611” (Subrayado 

nuestro). 

La Corte Suprema identifica claramente que la RM N.º 443-2019 representa 

una interferencia al derecho de propiedad, pues señala de manera expresa: 

“4.5. Por otra parte, se asegura que el artículo 6.6.6.b de la Resolución 

Ministerial antes aludida no desconoce la propiedad tradicional y solo 

establece criterios para la gestión territorial en el contexto de las Áreas 

Naturales Protegidas; sin embargo, la misma norma refiere que lo que 

van a existir son “limitaciones y restricciones de uso”, lo que 

evidentemente supone interferir con el derecho de propiedad” 

(Subrayado nuestro). 

3.2. Primacía de la ley sobre reglamentos administrativos 

La Suprema identifica una jerarquía normativa vulnerada por el Ministerio de 

Agricultura (ahora MIDAGRI), en razón a que además del convenio 169 de la 

OIT, en la RM N.º 443-2019 existe una contravención a la Ley 28611, pues de 

manera expresa el fallo señala que la resolución ministerial contradice la Ley 

General del Ambiente, la cual reconoce explícitamente el derecho de 

propiedad de comunidades nativas ancestrales dentro de las Áreas 

Naturales Protegidas. 

Por ello, se destaca en el fondo un exceso de la administración que en forma 

directa no puede, mediante lineamientos técnicos, restringir un derecho que 

la ley y los tratados internacionales han consagrado sin límites temporales, 

como los que estableció la RM N.º 443-2019 en su versión original.  

3.3. Obligatoriedad de la consulta previa 

Uno de los argumentos más contundentes de la sentencia es la omisión del 

deber de consulta antes de aprobar normas que impactan el territorio 

indígena. La Corte determina que los lineamientos de demarcación 
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constituyen una medida administrativa que afecta directamente los 

derechos colectivos de los pueblos indígenas, por lo que su aprobación 

requería consulta previa conforme al Artículo 6 del Convenio 169 y la Ley N° 

29785.  

“4.6. Es verdad que ningún derecho puede considerarse absoluto y que el 

Estado tiene la obligación de regular las Áreas Naturales Protegidas, pero 

no es eso lo que se discute aquí, sino si debe consultarse a los pueblos 

indígenas u originarios sobre medidas administrativas que puedan 

afectarlos. 

4.7. Este tribunal supremo, por las razones señaladas, considera que la 

consulta era indispensable, conforme lo ordenado por el artículo 6 del 

Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y en el 

numeral 2 de la Ley N° 29785, por lo que habiéndose ignorado tales 

dispositivos debe declararse fundada la demanda, no solo por 

vulneración al derecho de consulta, sino porque se afecta el derecho 

de propiedad en los términos en que se ha dado la regulación y con ello 

el derecho a la identidad cultural” (Subrayado nuestro). 

La sala suprema destaca que la norma materia de comentario si bien 

afectaba el derecho a la consulta, también afecta la propiedad y con ello el 

derecho a la identidad cultural, respaldando la posición que han venido 

defendiendo las organizaciones indígenas del pueblo kichwa en los casos del 

PNCAZ y el ACR-CE. En consecuencia, la falta de consulta vicia la norma de 

nulidad, razón por la cual la Corte ordena la nulidad retroactiva de la 

resolución cuestionada. 

3.4. Necesario control constitucional 

Aunque el MIDAGRI alegó que la controversia terminó con la publicación de 

la RM N.º 136-2022-MIDAGRI (que corrigió los lineamientos), la Corte rechazó 

este argumento. La Sala determinó que, a pesar de la modificación posterior, 

era necesario un pronunciamiento de fondo para establecer que la 

vulneración efectivamente ocurrió y para fijar las exhortaciones necesarias 

al Estado, evitando que estas prácticas se repitan en futuras normas 

reglamentarias. Por ello la sala suprema dispone lo siguiente:  
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(i) se declara la nulidad de la Resolución Ministerial N° 0443-2019-

MINAGRI con efecto retroactivo, a tenor de lo prescrito en el artículo 80 

del Código Procesal Constitucional;  

(ii) se exhorta al Ministerio de Agricultura para que realice procesos de 

consulta previa de normas reglamentarias cuando puedan afectar a 

comunidades campesinas, nativas y pueblos indígenas;  

(iii) en cuanto a las otras exhortaciones solicitadas no corresponden ser 

realizadas aquí pues atienden a temas que deben ser discutidos en otra 

vía. 

Finalmente, la Corte no solo declara la nulidad de la norma infractora, sino 

que exhorta al Ministerio de Agricultura a realizar procesos de consulta 

previa sobre normas reglamentarias siempre que estas puedan afectar 

derechos de comunidades nativas, garantizando su participación efectiva en 

el diseño de las políticas de tierras. 

3.5. Reconocimiento de la superposición como hecho jurídico 

La sentencia reconoce que la superposición entre ANP y territorios indígenas 

es una realidad fáctica que el Estado debe gestionar sin anular los derechos 

de las comunidades. El fallo refuerza que el Estado debe garantizar la 

seguridad jurídica de los territorios indígenas incluso si estos se encuentran 

dentro de áreas intangibles, debiendo adecuar sus normas de titulación y 

saneamiento para tal fin, oportunidad que ahora le corresponde al Ministerio 

de Desarrollo Agrario y Riego en la nueva reglamentación que deberá emitir 

sobre la demarcación de territorios indígenas superpuestos en ANP. 

Esto se alinea al estándar que ya fue reconocido por la Corte IDH, en el caso 

Kaliña Lokono vs. Surinam, al señalar: 

“(…) en principio, existe una compatibilidad entre las áreas naturales 

protegidas y el derecho de los pueblos indígenas y tribales en la 

protección de los recursos naturales sobre sus territorios, destacando 

que los pueblos indígenas y tribales, por su interrelación con la 

naturaleza y formas de vida, pueden contribuir de manera relevante 

con dicha conservación. En este sentido, los criterios de: a) participación 

efectiva, b) acceso y uso de sus territorios tradicionales, y c) obtención de 

beneficios de la conservación —todos ellos, siempre y cuando sean 
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compatibles con la protección y utilización sostenible—, resultan elementos 

fundamentales para alcanzar dicha compatibilidad, la cual debe ser 

evaluada por el Estado”6 (Subrayado nuestro).  

Sobre esto, la Sentencia de Acción Popular N.º 019088-2024 de la Sala de 

Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema establece 

criterios determinantes para este conflicto, que no puede ser desconocido 

en los casos del ACR-CE y el PNCAZ: (i) la modificación de las normas de 

demarcación no elimina la obligación del Estado de reparar la vulneración 

del derecho a la consulta previa; y (ii) el establecimiento de un ANP deja a 

salvo los derechos colectivos de uso y manejo de recursos naturales para 

subsistencia. 

4. Efectos prácticos de lo ordenado por la Corte Suprema 

4.1. Invalidez de las denegatorias previas 

Al ser una nulidad con efectos retroactivos (ex tunc), legalmente se considera 

que la restricción del numeral 6.6.6.b nunca debió existir. Esto permitiría de 

manera directa la reapertura de expedientes, de aquellas comunidades 

nativas cuyos procesos de demarcación fueron rechazados o suspendidos 

entre 2019 y 2022 bajo el argumento de "no estar reconocidas antes de la 

creación del ANP", por lo que tienen el derecho de exigir la reapertura y 

continuación inmediata de sus trámites sin que se les pueda oponer 

nuevamente ese criterio. 

4.2. Eliminación de la "fecha de corte" para la preexistencia 

La nulidad desarticula la tesis administrativa que supeditaba la propiedad 

indígena a un criterio temporal, para efectos prácticos, las Direcciones 

Regionales Agrarias (DRA) y el MIDAGRI ya no pueden evaluar la procedencia 

de una demarcación basándose en el calendario (antes o después de la 

creación del ANP), sino únicamente en la comprobación fáctica de la 

posesión ancestral y tradicional conforme al Convenio 169 de la OIT, como 

naturalmente las organizaciones indígenas siempre han sustentado. 

 

 
6 Corte IDH, Caso Kaliña Lokono vs. Surinam, f. J. 181. 
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4.3. Responsabilidad administrativa y reparación 

La sentencia confirma que el Estado incurrió en una conducta 

inconstitucional al omitir la consulta previa y restringir derechos de 

propiedad. Por tanto, cualquier acto administrativo posterior que se haya 

basado en la RM N.º 443-2019 para denegar derechos territoriales queda 

viciado de nulidad. Esto permite a las comunidades interponer recursos de 

nulidad de oficio contra resoluciones denegatorias emitidas durante la 

vigencia de la norma impugnada. 

4.4. Fortalecimiento de la RM N.º 136-2022-MIDAGRI 

Aunque la RM 136-2022 ya había modificado los lineamientos, la nulidad de 

la norma anterior le otorga un blindaje jurídico superior. Se establece un 

criterio vinculante, la sentencia de la Suprema opera como un mandato que 

impide que el MIDAGRI o el SERNANP intenten retornar a interpretaciones 

restrictivas en el futuro, por ello se establece un precedente de observancia 

obligatoria donde la intangibilidad de un ANP no es una causal válida para 

denegar la demarcación de un territorio indígena preexistente. 

4.5. Impacto en la titulación de áreas de cesión en uso 

En las zonas de superposición con ANP intangibles (como el Parque Nacional 

Cordillera Azul), el efecto práctico es que el Estado debe proceder con la 

demarcación para reconocer los derechos territoriales indígenas 

superpuestos. Sin la demarcación que prohibía la RM N.º 443-2019, las 

comunidades no podían acceder a ello por las interpretaciones restrictivas a 

las que también recurría el SERNANP usando los mismos criterios, por lo que 

los territorios quedaban en un limbo legal que facilita la invasión de terceros 

o la exclusión de proyectos de beneficios ambientales. 

4.6. Obligatoriedad de consulta para futuros lineamientos 

El efecto preventivo es que el MIDAGRI queda exhortado expresamente por 

la máxima instancia judicial a no volver a aprobar lineamientos de titulación 

o demarcación de forma unilateral. Cualquier modificación futura a los 

lineamientos actuales (RM 136-2022) deberá pasar obligatoriamente por un 

proceso de consulta previa, bajo riesgo de ser declarada nula nuevamente. 
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En resumen, la nulidad retroactiva "limpia" el historial administrativo de las 

comunidades, permitiendo que la justicia territorial se aplique 

retroactivamente a todos los procesos que fueron bloqueados injustamente 

bajo una norma declarada inconstitucional, lo que implica una reivindicación 

concreta a los derechos territoriales injustamente desconocidos. 

4.7. Situación de las comunidades que ya fueron tituladas bajo la 

norma anterior 

Para las comunidades nativas que fueron tituladas o demarcadas durante la 

vigencia de la RM N.º 443-2019-MINAGRI (entre 2019 y 2022), la declaración 

de nulidad retroactiva dictada por la Corte Suprema en el expediente 19088-

2024 genera efectos diferenciados dependiendo de si la norma fue utilizada 

para restringir sus derechos o si el título ya es un acto firme. 

Bajo los criterios de la sentencia y los principios generales del derecho 

administrativo, la situación se desglosa de la siguiente manera: 

4.7.1. Principio de favorabilidad y actos firmes 

En el derecho administrativo, la nulidad de una norma no anula 

automáticamente los actos administrativos individuales (títulos de propiedad 

o resoluciones de demarcación) que hayan generado derechos a favor de los 

administrados, salvo que estos actos mismos sean lesivos. 

Esto quiere decir que, si una comunidad logró su titulación bajo la norma 

anterior, su título de propiedad o contrato de cesión en uso mantiene plena 

validez. La nulidad de la norma matriz no invalida el título ya otorgado, pues 

se protege el derecho de propiedad ya reconocido y la seguridad jurídica. 

4.7.2. Títulos con áreas "recortadas" o excluidas 

El efecto más relevante se da en aquellas comunidades que fueron tituladas, 

pero sufrieron el "recorte" de sus áreas ancestrales debido a la restricción 

del numeral 6.6.6.b (superposición con ANP). Esto válida el derecho a la 

rectificación de sus títulos, debido a que la restricción que obligó a excluir 

dichas áreas ha sido declarada nula y "contraviene el Convenio 169", estas 

comunidades tienen ahora la base legal para solicitar una rectificación de 

áreas y linderos. 
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En concreto, se apertura la oportunidad de la ampliación de la demarcación, 

por ello las comunidades pueden exigir que se incorporen aquellas tierras 

que fueron omitidas bajo el argumento de la "fecha de creación del ANP", ya 

que la Corte Suprema ha ratificado que el derecho es ancestral y no depende 

de la fecha de establecimiento del área protegida. 

4.7.3. Subsanación por falta de consulta previa 

La sentencia establece que la RM N.º 443-2019 es nula, entre otras razones, 

por no haber sido consultada. Para las comunidades ya tituladas, esto 

refuerza su posición jurídica frente a posibles impugnaciones de terceros o 

del propio Estado (como el SERNANP), ya que cualquier limitación impuesta 

en sus títulos basada en esa norma nula queda sin sustento legal. Sin 

embargo, no implica que el proceso de titulación deba repetirse; la nulidad 

opera para eliminar las restricciones que la norma imponía, no para anular 

los derechos que el Estado finalmente reconoció. 

4.7.4. Situación de las tierras superpuestas a ANP 

Muchas comunidades en áreas superpuestas recibieron títulos de propiedad 

por las tierras de aptitud agropecuaria, pero sin sus territorios dentro de ANP 

por no cumplir con la "fecha de corte" de la norma anterior. Efecto práctico: 

estas comunidades pueden solicitar ahora la suscripción de dichos contratos 

de cesión en uso, invocando que la prohibición que lo impedía ha sido 

expulsada del ordenamiento jurídico con efectos retroactivos. 

4.7.5. Seguridad frente a revocaciones 

La nulidad retroactiva actúa como un escudo para las comunidades ya 

tituladas. Si alguna autoridad pretendiera anular un título otorgado bajo la 

RM N.º 443-2019, alegando que la norma ya no existe, la comunidad puede 

argumentar que el acto administrativo de titulación es un derecho adquirido 

y que la nulidad de la norma solo puede usarse para ampliar o mejorar su 

derecho, nunca para restringirlo, conforme al principio de progresividad de 

los derechos humanos. 

En resumen, para las comunidades tituladas, si el título es satisfactorio, no 

sucede nada, el derecho se mantiene firme; si el título excluyó áreas por estar 

en un ANP, la comunidad puede iniciar un proceso de ampliación o 
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rectificación para recuperar esas áreas, fundamentándose en que la norma 

que prohibía su demarcación fue declarada nula por ser inconstitucional. 

5. Conclusiones 

El incumplimiento del SERNANP respecto a la RM N.º 136-2022-MIDAGRI 

constituyó una infracción administrativa que vulneró derechos 

constitucionales protegidos por tratados internacionales. La intangibilidad 

de los Parques Nacionales no es incompatible con el reconocimiento de la 

propiedad comunal preexistente; por el contrario, la conservación efectiva 

requiere la titularidad indígena para garantizar la vigilancia y el uso 

sostenible del bosque. 

Esta evolución normativa debe transformar la relación entre el SERNANP y 

las comunidades nativas. Actualmente, bajo el amparo de la RM N.º 136-

2022-MIDAGRI y la jurisprudencia de la Corte Suprema, las comunidades 

indígenas tienen el derecho expedito de exigir la demarcación de sus 

territorios ancestrales, independientemente de si el Parque Nacional se creó 

antes de su reconocimiento formal. 
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